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Bogotá, D.C.,                                                                                                  

                                                                                                
CONCEPTO SSPD-OJ-2026-215 

Señor 
XXXXXXXXXXXXXX 
 
Ref. Solicitud de concepto1 
 
COMPETENCIA  
 
De conformidad con lo establecido en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1369 de 20202, la 
Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios - 
Superservicios es competente para “(…) absolver las consultas jurídicas externas relativas al 
régimen de los servicios públicos domiciliarios (…)”. 
 
ALCANCE DEL CONCEPTO 
 
Se precisa que la respuesta contenida en este documento corresponde a una interpretación 
jurídica general de la normativa que conforma el régimen de los servicios públicos domiciliarios, 
razón por la cual los criterios aquí expuestos no son de obligatorio cumplimiento o ejecución, tal 

 
1 Radicado   
TEMA:   RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 
Subtemas:  Prestadores del servicio de acueducto y alcantarillado 
2 “Por el cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios”. 
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como lo dispone el artículo 28 de la Ley 1437 de 20113, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 
de 20154.  
 
Por otra parte, la Superservicios no puede exigir que los actos o contratos de un prestador de 
servicios públicos domiciliarios se sometan a su aprobación previa, ya que de hacerlo incurriría 
en una extralimitación de funciones, así lo establece el parágrafo 1 del artículo 79 de la Ley 142 
de 1994, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001. 
 

CONSULTA 
 
A continuación, se transcribe la consulta elevada: 

 
“(…) Comedidamente agradezco un agendamiento de cita presencial o virtual para un 
acompañamiento técnico administrativo para la creación de una empresa con las nuevas 
actualizaciones por parte de ustedes. (…)” 

 
Posteriormente, el 12 de junio de 2026 en respuesta a nuestra solicitud efectuada el mismo día a 
través de correo electrónico, de precisar a qué tipo de actividad se refiere su petición, nos aclaró 
por el mismo medio, que su interés se centra en la prestación del servicio público de acueducto 
y alcantarillado, por tal motivo, brindaremos orientación sobre los requisitos generales que deben 
cumplir los prestadores de servicios públicos.  
 
NORMATIVA Y DOCTRINA APLICABLE  
 
Constitución Política 
Ley 142 de 19945 
Ley 388 de 19976  
Ley 689 de 20017 
Decreto Único Reglamentario 1077 de 20158 
Resolución SSPD 321 de 20039 
Resolución SSPD 20181000120515 de 201810 
 
CONSIDERACIONES 
 
Para el desarrollo de la presente consulta se abordarán los siguientes ítems: i) entidades 
autorizadas para actuar como prestadores de servicios públicos domiciliarios, ii) régimen jurídico 
de las empresas de servicios públicos domiciliarios, iii) obligación de inscripción en el registro 

 
3 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 
4 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 
5 “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones.” 
6 “Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.” 
7 “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994.” 
8 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio.” 
" “Por la cual se regulan algunos aspectos del Sistema Único de Información –SUI–“ 
10“Por la cual se deroga una resolución y se establecen los requerimientos que deben surtir los prestadores de servicios públicos 
domiciliarios ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en relación con el Registro Único de Prestadores (RUPS) 
para su inscripción, actualización y cancelación.” 
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único de prestadores de servicios públicos R.U.P.S., iv) servicio público domiciliario de 
acueducto y alcantarillado. 
 
 
Entidades autorizadas para actuar como prestadores de servicios públicos domiciliarios 
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 365 de la Constitución Política, los servicios 
públicos pueden ser prestador por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas o por particulares: 
 

“ARTICULO 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es 
deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. 
 
Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser 
prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por 
particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de 
dichos servicios. (…)” 

 
Dicha disposición prevé la participación de los particulares, con fundamento en los principios de 
libre ejercicio de la actividad económica y de iniciativa privada, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 33311 de la Constitución Política, por lo cual, no se exigen permisos previos o 
requisitos no previstos en la ley.  
 

En desarrollo de esos preceptos constitucionales, el legislador expidió la Ley 142 de 1994 que en 
sus artículos 10 y 22 reconoce la libertad de empresa y la libertad de entrada en materia de 
servicios públicos domiciliarios:  

 
“ARTÍCULO 10. LIBERTAD DE EMPRESA. Es derecho de todas las personas organizar y 
operar empresas que tengan por objeto la prestación de los servicios públicos, dentro de los 
límites de la Constitución y la ley.” 

 
“ARTÍCULO 22. RÉGIMEN DE FUNCIONAMIENTO. Las empresas de servicios públicos 
debidamente constituidas y organizadas no requieren permiso para desarrollar su objeto 
social, pero para poder operar deberán obtener de las autoridades competentes, según sea el 
caso, las concesiones, permisos y licencias de que tratan los artículos 25 y 26 de esta Ley, 
según la naturaleza de sus actividades.” 

 
Así las cosas, las empresas de servicios públicos una vez constituidas, no requieren permiso para 
desarrollar su objeto social, pero para operar deben contar con autorizaciones, licencias, 
concesiones y permisos ambientales, sanitarios y municipales, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 25 y 26 de la Ley 142 de 1994: 
 

“ARTÍCULO 25. CONCESIONES, Y PERMISOS AMBIENTALES Y SANITARIOS. Quienes 
presten servicios públicos requieren contratos de concesión, con las autoridades competentes 

 
11 “ARTICULO 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, 
nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley.  
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades.” 
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según la ley, para usar las aguas; para usar el espectro electromagnético en la prestación de 
servicios públicos requerirán licencia o contrato de concesión. 
 
Deberán, además, obtener los permisos ambientales y sanitarios que la índole misma de sus 
actividades haga necesarios, de acuerdo con las normas comunes. 
 
Asimismo, es obligación de quienes presten servicios públicos, invertir en el mantenimiento y 
recuperación del bien público explotado a través de contratos de concesión. 
 
<Aparte entre paréntesis cuadrados [...] adicionado mediante FE DE ERRATAS. El texto 
corregido es el siguiente:> Si se trata de la prestación de los servicios de agua potable o 
saneamiento básico, de conformidad con la distribución de competencias dispuestas 
por la ley, las autoridades competentes verificarán la idoneidad técnica y solvencia 
financiera del solicitante para efectos [de] los procedimientos correspondientes.” 
(Negrilla fuera del texto) 
 
“ARTÍCULO 26. PERMISOS MUNICIPALES. En cada municipio, quienes prestan servicios 
públicos estarán sujetos a las normas generales sobre la planeación urbana, la circulación y 
el tránsito, el uso del espacio público, y la seguridad y tranquilidad ciudadanas; y las 
autoridades pueden exigirles garantías adecuadas a los riesgos que creen. 
 
Los municipios deben permitir la instalación permanente de redes destinadas a las actividades 
de empresas de servicios públicos, o a la provisión de los mismos bienes y servicios que estas 
proporcionan, en la parte subterránea de las vías, puentes, ejidos, andenes y otros bienes de 
uso público. Las empresas serán, en todo caso, responsables por todos los daños y perjuicios 
que causen por la deficiente construcción u operación de sus redes. 
 
Las autoridades municipales en ningún caso podrán negar o condicionar a las empresas de 
servicios públicos las licencias o permisos para cuya expedición fueren competentes conforme 
a la ley, por razones que hayan debido ser consideradas por otras autoridades competentes 
para el otorgamiento de permisos, licencias o concesiones, ni para favorecer monopolios o 
limitar la competencia.” 

 
Se resalta que, para la prestación del servicio de agua potable o saneamiento básico, en razón a 
la naturaleza de la actividad, las autoridades competentes verificarán la idoneidad técnica y 
solvencia financiera del solicitante. 
 
De otra parte, el artículo 15 de la Ley 142 de 1994, enumera las entidades que pueden prestar 
servicios públicos domiciliarios, dentro de las cuales se encuentran las empresas de servicios 
públicos: 
 

“ARTÍCULO 15. PERSONAS QUE PRESTAN SERVICIOS PÚBLICOS. Pueden prestar los 
servicios públicos: 
15.1. Las empresas de servicios públicos. 
15.2. Las personas naturales o jurídicas que produzcan para ellas mismas, o como 
consecuencia o complemento de su actividad principal, los bienes y servicios propios del objeto 
de las empresas de servicios públicos. 
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15.3. Los municipios cuando asuman en forma directa, a través de su administración central, 
la prestación de los servicios públicos, conforme a lo dispuesto en esta Ley. 
15.4. Las organizaciones autorizadas conforme a esta Ley para prestar servicios públicos en 
municipios menores en zonas rurales y en áreas o zonas urbanas específicas. 
15.5. Las entidades autorizadas para prestar servicios públicos durante los períodos de 
transición previstos en esta Ley. 
15.6. Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional que al momento 
de expedirse esta Ley estén prestando cualquiera de los servicios públicos y se ajusten a lo 
establecido en el parágrafo del artículo 17.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Como se observa, la forma asociativa que se adopte para prestar servicios públicos domiciliarios, 
depende de la voluntad de las personas que van a conformarla, quienes en su momento 
evaluarán de acuerdo con sus condiciones legales, técnicas, operativas, financieras, 
administrativas, y comerciales, cuál es la forma que se ajusta a sus necesidades para la 
prestación del servicio. 
 
Sin embargo, los prestadores deben contar con la idoneidad técnica, solvencia financiera, 
capacidad operativa, administrativa y comercial, e infraestructura, que les permita cumplir las 
reglas dispuestas por la regulación para la operación de los servicios públicos que pretendan 
prestar. 
 
Régimen jurídico de las empresas de servicios públicos domiciliarios 
 
La Ley 142 de 1994 incorpora el régimen jurídico para las empresas de servicios públicos, el cual 
es aplicable a las empresas oficiales, mixtas y privadas. 
 
A partir del artículo 17 de la Ley 142 de 1994, se encuentran normas respecto a la naturaleza, 
objeto, régimen jurídico, tributario y de funcionamiento de las empresas, así como otros aspectos 
relevantes como su administración, ámbito territorial de operación, las concesiones, permisos 
ambientales, sanitarios y municipales que requieren para prestar servicios públicos domiciliarios 
o cualquier actividad complementaria de éstos, a cuyo contenido nos remitimos. 
 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 17 y 18 de la Ley 142 de 1994, las empresas de 
servicios públicos, deben constituirse como sociedades por acciones con el objeto de prestar los 
servicios a que aplica dicha ley, por lo cual, pueden constituirse como sociedades anónimas, en 
comandita por acciones, o sociedades por acciones simplificadas (S.A.S.) 
 

“(…) RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS 
 
“ARTÍCULO 17. NATURALEZA. Las empresas de servicios públicos son sociedades por 
acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos de que trata esta Ley. 
 
PARÁGRAFO 1o. Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional, 
cuyos propietarios no deseen que su capital esté representado en acciones, deberán adoptar 
la forma de empresa industrial y comercial del estado. 
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Mientras la ley a la que se refiere el artículo 352 de la Constitución Política no disponga otra 
cosa, sus presupuestos serán aprobados por las correspondientes juntas directivas. En todo 
caso, el régimen aplicable a las entidades descentralizadas de cualquier nivel territorial que 
presten servicios públicos, en todo lo que no disponga directamente la Constitución, será el 
previsto en esta Ley. La Superintendencia de Servicios Públicos podrá exigir modificaciones 
en los estatutos de las entidades descentralizadas que presten servicios públicos y no hayan 
sido aprobados por el Congreso, si no se ajustan a lo dispuesto en esta Ley. 
 
PARÁGRAFO 2o. Las empresas oficiales de servicios públicos deberán, al finalizar el ejercicio 
fiscal, constituir <sic> reservas para rehabilitación, expansión y reposición de los sistemas.” 
 
“ARTÍCULO 18. OBJETO. La Empresa de servicios públicos tiene como objeto la prestación 
de uno o más de los servicios públicos a los que se aplica esta Ley, o realizar una o varias de 
las actividades complementarias, o una y otra cosa. 
 
Las comisiones de regulación podrán obligar a una empresa de servicios públicos a tener un 
objeto exclusivo cuando establezcan que la multiplicidad del objeto limita la competencia y no 
produce economías de escala o de aglomeración en beneficio del usuario. En todo caso, las 
empresas de servicios públicos que tengan objeto social múltiple deberán llevar contabilidad 
separada para cada uno de los servicios que presten; y el costo y la modalidad de las 
operaciones entre cada servicio deben registrarse de manera explícita. 
 
Las empresas de servicios públicos podrán participar como socias en otras empresas de 
servicios públicos; o en las que tengan como objeto principal la prestación de un servicio o la 
provisión de un bien indispensable para cumplir su objeto, si no hay ya una amplia oferta de 
este bien o servicio en el mercado. Podrán también asociarse, en desarrollo de su objeto, con 
personas nacionales o extranjeras, o formar consorcios con ellas. 
 
PARÁGRAFO. Independientemente de su objeto social, todas las personas jurídicas están 
facultadas para hacer inversiones en empresas de servicios públicos. En el objeto de las 
comunidades organizadas siempre se entenderá incluida la facultad de promover y constituir 
empresas de servicios públicos, en las condiciones de esta Ley y de la ley que las regule. En 
los concursos públicos a los que se refiere esta Ley se preferirá a las empresas en que tales 
comunidades tengan mayoría, si estas empresas se encuentran en igualdad de condiciones 
con los demás participantes.” 
 

En el artículo 19 de la Ley 142 de 1994, se establece el régimen jurídico al que deben someterse 
todas las empresas de servicios públicos, en aspectos referidos al nombre, duración, capital, 
reglas aplicables a los órganos sociales, causales de disolución, entre otros, veamos:  

 
“ARTÍCULO 19. RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS. Las 
empresas de servicios públicos se someterán al siguiente régimen jurídico: 
 
19.1. El nombre de la empresa deberá ser seguido por las palabras "empresa de servicios 
públicos" o de las letras "E.S.P.". 
 
19.2. La duración podrá ser indefinida. 
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19.3. Los aportes de capital podrán pertenecer a inversionistas nacionales o extranjeros. 
 
19.4. Los aumentos del capital autorizado podrán disponerse por decisión de la Junta Directiva, 
cuando se trate de hacer nuevas inversiones en la infraestructura de los servicios públicos de 
su objeto, y hasta por el valor que aquellas tengan. La empresa podrá ofrecer, sin sujeción a 
las reglas de oferta pública de valores ni a las previstas en los artículos 851, 853, 855, 856 y 
858 del Código de Comercio, las nuevas acciones a los usuarios que vayan a ser beneficiarios 
de las inversiones, quienes en caso de que las adquieran, las pagarán en los plazos que la 
empresa establezca, simultáneamente con las facturas del servicio. 
 
19.5. Al constituir la empresa, los socios acordarán libremente la parte del capital autorizado 
que se suscribe. 
 
19.6. Serán libres la determinación de la parte del valor de las acciones que deba pagarse en 
el momento de la suscripción, y la del plazo para el pago de la parte que salga a deberse. Pero 
la empresa informará, siempre, en sus estados financieros, qué parte de su capital ha sido 
pagado y cual no. 
 
19.7. El avalúo de los aportes en especie que reciban las empresas no requiere aprobación 
de autoridad administrativa alguna; podrá hacerse por la asamblea preliminar de accionistas 
fundadores, con el voto de las dos terceras partes de los socios, o por la Junta Directiva, según 
dispongan los estatutos. En todo caso los avalúos estarán sujetos a control posterior de la 
autoridad competente. 
 
19.8. Las empresas podrán funcionar, aunque no se haya hecho el registro prescrito en el 
artículo 756 del Código Civil para los actos relacionados con la propiedad inmueble, 
relacionados con su constitución. Es deber de los aportantes y de los administradores emplear 
la mayor diligencia para conseguir que se hagan tales registros, y mientras ello no ocurra, no 
se tendrán por pagados los aportes respectivos. Quienes se aprovechen de la ausencia de 
registro para realizar acto alguno de disposición o gravamen respecto de los bienes o derechos 
que sobre tales bienes tenga la empresa, en perjuicio de ella, cometen delito de estafa, y el 
acto respectivo será absolutamente nulo. 
 
19.9. En las asambleas los socios podrán emitir tantos votos como correspondan a sus 
acciones; pero todas las decisiones requieren el voto favorable de un número plural de socios. 
 
19.10. La emisión y colocación de acciones no requiere autorización previa de ninguna 
autoridad; pero si se va a hacer oferta pública de ellas a personas distintas de los usuarios 
que hayan de beneficiarse con inversiones en infraestructura se requiere inscripción en el 
Registro Nacional de Valores. 
 
19.11. <Ver > Las actas de las asambleas deberán conservarse; y se deberá enviar copia de 
ellas y de los balances y estados de pérdidas y ganancias a la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios. La Superintendencia tendrá en relación con los balances y el estado 
de pérdidas y ganancias las facultades de que trata el artículo 448. <sic> del Código de 
Comercio. También será necesario remitir dichos documentos a la entidad pública que tenga 
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la competencia por la prestación del servicio o a la comisión de regulación cuando alguna de 
ellas o un socio lo soliciten. 
 
19.12. La empresa no se disolverá sino por las causales previstas en los numerales 1 y 2 del 
artículo 457 del Código de Comercio, o en el evento de que todas las acciones suscritas 
lleguen a pertenecer a un accionista. 
 
19.13. Si se verifica una de las causales de disolución, los administradores están obligados a 
realizar aquellos actos y contratos que sean indispensables para no interrumpir la prestación 
de los servicios a cargo de la empresa, pero darán aviso inmediato a la autoridad competente 
para la prestación del servicio y a la Superintendencia de servicios públicos, y convocarán 
inmediatamente a la asamblea general para informar de modo completo y documentado dicha 
situación. De ninguna manera se ocultará a los terceros con quienes negocie la sociedad la 
situación en que esta se encuentra; el ocultamiento hará solidariamente responsables a los 
administradores por las obligaciones que contraigan y los perjuicios que ocasionen. (…) 
 
19.15. En lo demás, las empresas de servicios públicos se regirán por las reglas del Código 
de Comercio sobre sociedades anónimas. 
 
19.16. La composición de las juntas directivas de las empresas que presten servicios públicos 
domiciliarios se regirá únicamente por la ley y sus estatutos en los cuales se establecerá que 
en ellas exista representación directamente proporcional a la propiedad accionaria. 
 
19.17. En el caso de empresas mixtas, cuando el aporte estatal consista en el usufructo de los 
bienes vinculados a la prestación del servicio público, su suscripción, avalúo y pago, se regirán 
íntegramente por el derecho privado, aporte que, de acuerdo con lo dispuesto en el Código de 
Comercio, incluirá la regulación de las obligaciones del usufructuario, en especial en lo que se 
refiere a las expensas ordinarias de conservación y a las causales de la restitución de los 
bienes aportados.” 

 
Adicionalmente, la Ley 142 de 1994 en su artículo 20, prevé condiciones especiales, menos 
exigentes para la constitución de empresas que operen exclusivamente en municipios menores 
y zonas rurales: 
 

“ARTÍCULO 20. RÉGIMEN DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS EN 
MUNICIPIOS MENORES Y ZONAS RURALES. Las empresas de servicios públicos que 
operen exclusivamente en uno de los municipios clasificados como menores según la ley, y 
de acuerdo a reglamentación previa de la comisión reguladora pertinente, podrán apartarse 
de lo previsto en el artículo precedente en los siguientes aspectos: 
 
20.1. Podrán constituirse por medio de documento privado, que debe cumplir con las 
estipulaciones del artículo 110 del Código de Comercio, en lo pertinente, y funcionar con dos 
o más <sic> socios. 
 
20.2. Los títulos representativos de capital que expidan podrán ser objeto de endoso en 
administración para celebrar respecto a ellos el contrato de depósito de valores, prescindiendo 
de si están o no inscritos en el Registro Nacional de Valores. 
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Es deber de los alcaldes, personeros e inspectores de policía custodiar temporalmente, por 
petición de los tenedores, los títulos a los que se refiere el inciso anterior, y atender las 
instrucciones de los tenedores, para facilitar su depósito, en una sociedad administradora de 
depósitos centrales de valores. 
 
Los mismos funcionarios tomarán las medidas que les permitan verificar la legitimidad, 
integridad y autenticidad de los valores que se les encomienden, y expedirán el 
correspondiente recibo de constancia, con copia para los tenedores y su archivo. El Gobierno 
reglamentará la materia.” 

 
La Ley 388 de 1997 en su artículo 93 determina cuales son los municipios menores para los 
efectos de la Ley 142 de 1994: 

 
“ARTICULO 93. PRESTACION DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS. Para los 
efectos de esta ley y de la Ley 142 de 1994, consideránse "municipios menores" los 
clasificados en las categorías 5ª y 6ª de la Ley 136 de 199412. Como áreas o zonas urbanas 
específicas se entenderán los núcleos poblacionales localizados en suelo urbano que se 
encuentren clasificados en los estratos 1 y 2 de la metodología de estratificación 
socioeconómica vigente.” 
 

Respecto al ámbito territorial de operación, la Ley 142 de 1994 dispone que todas las empresas 
pueden operar en igualdad de condiciones en todo el país: 

 
“ARTÍCULO 23. ÁMBITO TERRITORIAL DE OPERACIÓN. Las empresas de servicios 
públicos pueden operar en igualdad de condiciones en cualquier parte del país, con sujeción 
a las reglas que rijan en el territorio del correspondiente departamento o municipio. 
 
Igualmente, conforme a lo dispuesto por las normas cambiarias o fiscales, las empresas 
podrán desarrollar su objeto en el exterior sin necesidad de permiso adicional de las 
autoridades colombianas. 
 
La obtención en el exterior de agua, gas combustible, energía o acceso a redes, para beneficio 
de usuarios en Colombia, no estará sujeta a restricciones ni a contribución alguna arancelaria 
o de otra naturaleza, ni a permisos administrativos distintos de los que se apliquen a 
actividades internas de la misma clase, pero sí a las normas cambiarias y fiscales comunes. 
Las comisiones de regulación, sin embargo, podrán prohibir que se facilite a usuarios en el 
exterior el agua, el gas combustible, la energía, o el acceso a redes, cuando haya usuarios en 
Colombia a quienes exista la posibilidad física y financiera de atender, pero cuya demanda no 
hubiese sido satisfecha a las tarifas que resulten de las fórmulas aprobadas por las 
comisiones.” 
 

Finalmente, el artículo 24 de la Ley 142 de 1994 incorpora algunas reglas especiales frente al 
régimen tributario:  
 

 
12 Sobre el particular nos remitimos al artículo 6 de la Ley 136 de 1994.  
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“ARTÍCULO 24. RÉGIMEN TRIBUTARIO. Todas las entidades prestadoras de servicios 
públicos están sujetas al régimen tributario nacional y de las entidades territoriales, pero se 
observarán estas reglas especiales: 
 
24.1. <Ver > <Aparte entre paréntesis cuadrados [...] suprimido mediante FE DE ERRATAS. 
El texto corregido es el siguiente:> Los departamentos y los municipios no podrán gravar a las 
empresas de servicios públicos con tasas, contribuciones o impuestos que [no] sean aplicables 
a los demás contribuyentes que cumplan funciones industriales o comerciales. (…) 
 
24.3. <Ver > Las empresas de servicios públicos domiciliarios no estarán sometidas a la renta 
presuntiva establecida en el Estatuto Tributario vigente. (…) 
 
24.5. <Ver > La exención del impuesto de timbre que contiene el Estatuto Tributario en el 
artículo 530, numeral 17, para los acuerdos celebrados entre acreedores y deudores de un 
establecimiento, con intervención de la superintendencia bancaria, cuando ésta se halle en 
posesión de dicho establecimiento, se aplicará a los acuerdos que se celebren con ocasión de 
la iliquidez o insolvencia de una empresa de servicios públicos, que haya dado lugar a la toma 
de posesión o a la orden de liquidación de la empresa.” 
 

Obligación de inscripción en el registro único de prestadores de servicios públicos 
R.U.P.S. 

 
La Ley 142 de 1994 en su artículo 11, consagra la obligación de los prestadores de servicios 
públicos, de informar el inicio de su actividad a esta Superintendencia y a la Comisión de 
Regulación (Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico – CRA, para los 
servicios de acueducto, alcantarillado y aseo), para que cumplan sus funciones: 

 
“ARTÍCULO 11. FUNCIÓN SOCIAL DE LA PROPIEDAD EN LAS ENTIDADES 
PRESTADORAS DE SERVICIOS PÚBLICOS. Para cumplir con la función social de la 
propiedad, pública o privada, las entidades que presten servicios públicos tienen las siguientes 
obligaciones: (…) 
 
11.8. Informar el inicio de sus actividades a la respectiva Comisión de Regulación, y a la 
Superintendencia de Servicios Públicos, para que esas autoridades puedan cumplir sus 
funciones. (…)” 

 
En lo que respecta a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, esta obligación se 
materializa con la inscripción del prestador en el Registro Único de Prestadores de Servicios 
Públicos Domiciliarios – RUPS.  Esta inscripción no es constitutiva de la calidad de prestador de 
servicios públicos domiciliarios, ni constituye autorización para el desarrollo de la actividad. 

 
De otra parte, como lo disponen los artículos 53 y 79 de la Ley 142 de 1994, y 14 y 15 de la Ley 
689 de 2001, a cuyo contenido completo remitimos a la consultante, es obligación de esta 
Superintendencia mantener un registro actualizado de las entidades que prestan los servicios 
públicos y establecer los sistemas de información que deben aplicar: 
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“ARTÍCULO 53. SISTEMAS DE INFORMACIÓN. Corresponde a la Superintendencia de 
Servicios Públicos, en desarrollo de sus funciones de inspección y vigilancia, establecer los 
sistemas de información que deben organizar y mantener actualizados las empresas de 
servicios públicos para que su presentación al público sea confiable. (…)”  
  
“ARTÍCULO 79. FUNCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA. <Artículo modificado por el 
artículo 13 de la Ley 689 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> Las personas prestadoras 
de servicios públicos y aquellas que, en general, realicen actividades que las haga sujetos 
de aplicación de las Leyes 142 y 143 de 1994, estarán sujetos al control y vigilancia de la 
Superintendencia de Servicios Públicos. Son funciones de esta las siguientes: (…) 
 
4. Establecer los sistemas uniformes de información y contabilidad que deben aplicar 
quienes presten servicios públicos, según la naturaleza del servicio y el monto de sus activos, 
y con sujeción siempre a los principios de contabilidad generalmente aceptados. (…) 
 
9. Mantener un registro actualizado de las entidades que prestan los servicios públicos. (…)” 
 
“ARTÍCULO NUEVO. DEL SISTEMA ÚNICO DE INFORMACIÓN. <Artículo adicionado por el 
artículo 14 de la Ley 689 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> Corresponde a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en desarrollo de sus funciones de 
inspección y vigilancia, establecer, administrar, mantener y operar un sistema de información 
que se surtirá de la información proveniente de los prestadores de servicios públicos sujetos a 
su control, inspección y vigilancia, para que su presentación al público sea confiable, conforme 
a lo establecido en el artículo 53 de la Ley 142 de 1994. (…)” 

 
En cumplimiento de estas obligaciones se expidió la Resolución SSPD 321 del 10 de febrero de 
2003, a través de la cual se regularon algunos aspectos del Sistema Único de Información –SUI. 
 
Este sistema se alimenta de la información que proporcionan los prestadores en las fechas que 
determina la Superintendencia como administradora y operadora del mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 689 de 2001. 
 
Posteriormente, se expidió la Resolución SSPD 20181000120515 del 25 de septiembre de 2018, 
que contiene el régimen de inscripción, actualización y cancelación del RUPS.  Esta Resolución 
en el artículo 2 define que el prestador constituido en alguna de las formas previstas en el artículo 
15 de la Ley 142 de 1994 debe inscribirse en el RUPS, una vez haya iniciado la ejecución de 
las actividades señaladas en su objeto social que hagan parte de la cadena de prestación 
de los servicios públicos domiciliarios. 
 

“ARTÍCULO 2o. RESPONSABLES DE EFECTUAR LA INSCRIPCIÓN, ACTUALIZACIÓN 
Y/O CANCELACIÓN DEL REGISTRO. Las personas prestadoras de servicios públicos, que 
se hayan constituido bajo cualquiera de las formas asociativas señaladas en el artículo 15 de 
la Ley 142 de 1994, deben inscribirse en el RUPS, una vez hayan iniciado la ejecución de 
las actividades señaladas en su objeto social y que hagan parte de la cadena de prestación 
de los servicios públicos domiciliarios. Se entiende que son prestadores de estos servicios, 
quienes desarrollan las actividades propias de los servicios públicos de acueducto, 
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alcantarillado, aseo, energía y gas combustible, o las actividades complementarias a los 
mismos.” 
 

Servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado 
 

Dado que la consultante se encuentra interesada en desarrollar las actividades propias de 
los servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado, debe tener presente la 
definición de dichas actividades.  
 
Así las cosas, la Ley 142 de 1994 en su artículo 14, define dichos servicios así:  
 
“ARTÍCULO 14. DEFINICIONES. Para interpretar y aplicar esta Ley se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones: (…) 
 
14.22. SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ACUEDUCTO. Llamado también servicio 
público domiciliario de agua potable. Es la distribución municipal de agua apta para el 
consumo humano, incluida su conexión y medición. También se aplicará esta Ley a las 
actividades complementarias tales como captación de agua y su procesamiento, tratamiento, 
almacenamiento, conducción y transporte.  
 
14.23. SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ALCANTARILLADO. Es la recolección 
municipal de residuos, principalmente líquidos, por medio de tuberías y conductos. También 
se aplicará esta Ley a las actividades complementarias de transporte, tratamiento y 
disposición final de tales residuos. (…)” 

 
El Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, define el servicio así: 

 
“ARTÍCULO 2.3.1.1.1. DEFINICIONES. Para efecto de lo dispuesto en el presente decreto, 
Adóptense las siguientes definiciones: (…) 
 
45. Servicio público domiciliario de acueducto o servicio público domiciliario de agua potable. 
Es la distribución de agua apta para el consumo humano, incluida su conexión y medición. 
También forman parte de este servicio las actividades complementarias tales como 
captación de agua, procesamiento, tratamiento, almacenamiento, conducción y transporte. 
(Decreto 302 de 2000, artículo 3o, Modificado por el Decreto 229 de 2002, artículo 1o).   
 
46. Servicio público domiciliario de alcantarillado. Es la recolección municipal de residuos, 
principalmente líquidos y/o aguas lluvias, por medio de tuberías y conductos. Forman parte 
de este servicio las actividades complementarias de transporte, tratamiento y disposición 
final de tales residuos. (Decreto 302 de 2000, artículo 3o, Modificado por el Decreto 229 de 
2002, artículo 1o).” 

 
Así las cosas, todo prestador del servicio público domiciliario de acueducto, debe cumplir tres 
requisitos: a) el suministro continuo de agua apta para el consumo humano (potable), b) la 
existencia de redes físicas con conexión domiciliaria individual y b) la instalación de micro 
medidores para la facturación del consumo.  
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Por su parte el prestador de alcantarillado debe cumplir: a) recolección continua de residuos para 
su transporte hacia sistemas de tratamiento y disposición final y b) existencia de redes físicas de 
con conexión domiciliaria individual. 
 
Las tarifas de estos servicios se calculan bajo las metodologías de la Comisión de Regulación de 
Agua Potable y Saneamiento Básico - CRA.  
 
CONCLUSIONES 
 
De acuerdo con las consideraciones expuestas, se presentan las siguientes conclusiones: 

 
▪ Los prestadores deben tener en cuenta para su constitución, que los estatutos de sus 

empresas deben cumplir con los requisitos previstos en los artículos 17 y siguientes de la Ley 
142 de 1994.  
 

▪ Una vez constituidos, los prestadores no requieren permiso para desarrollar su objeto social, 
pero para operar deben contar con autorizaciones, licencias, concesiones y permisos 
ambientales, sanitarios y municipales, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 25 y 
26 de la Ley 142 de 1994. 
 

▪ No existe ninguna restricción para el ingreso de los prestadores de servicios públicos, distinta 
a que tengan la solvencia financiera, la idoneidad técnica, capacidad operativa, administrativa, 
comercial, y la infraestructura que les permita cumplir las reglas dispuestas por la regulación 
para la operación del servicio. 
 

▪ El prestador una vez haya iniciado la ejecución de las actividades propias de su objeto social, 
que hagan parte de la cadena de prestación de los servicios públicos domiciliarios, debe 
inscribirse en el RUPS.  
 

▪ Para determinar las condiciones técnicas o el tipo de infraestructura necesaria para la 
prestación del servicio, se debe identificar a qué tipo de actividad se dedicará la empresa, pues 
para cada actividad la infraestructura debe cumplir con lo exigido en las normas, en todo caso, 
los prestadores deben cumplir con los estándares de cobertura, continuidad, calidad y 
eficiencia en la prestación del servicio. 
 

▪ Si se va a constituir como un prestador del servicio público domiciliario de acueducto y 
alcantarillado, debe tener claro que la Ley 142 de 1994 exige el cumplimiento de los siguientes 
requisitos:  

 
Para acueducto: a) el suministro continuo de agua apta para el consumo humano (potable), b) 
la existencia de redes físicas con conexión domiciliaria individual y b) la instalación de micro 
medidores para la facturación del consumo.  
 
Si el objeto de su empresa consiste en la distribución de agua cruda o no tratada, o si el acceso 
al recurso se realiza mediante abastos13, su actividad no constituye prestación de servicios 

 
13 El Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015 define el abasto de agua así:  
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públicos domiciliarios. En este caso, no se debe adelantar el trámite de inscripción en el RUPS, 
ya que este es exclusivo para los prestadores sometidos a la Ley 142 de 1994. 

 
Para alcantarillado: a) recolección continua de residuos para su transporte hacia sistemas de 
tratamiento y disposición final y b) existencia de redes físicas con conexión domiciliaria 
individual. 
 
 

Cordialmente,  

 

 

MARÍA CAMILA LOZANO MARTÍNEZ 
Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (E) 

 
 

 
“(…) ARTÍCULO 2.3.7.1.1.3. DEFINICIONES. <Artículo adicionado por el artículo 2 del Decreto 1898 de 2016. El nuevo texto es el 
siguiente:> Para efectos del presente capítulo se adoptan las siguientes definiciones. 
1. Abasto de agua. Conjunto de obras hidráulicas para captar, controlar, conducir, almacenar o distribuir agua cruda o parcialmente 
tratada cuyo caudal puede ser empleado total o parcialmente para el uso para consumo humano y doméstico. (…)” 


